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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 399/2022/1
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE PENSIONES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veinticuatro de septiembre de dos mil veinticuatro.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 399/2022/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el veinticinco de mayo de dos mil veintidós, **********, compareció por derecho propio a demandar al Director General de Pensiones del Estado de San Luis Potosí y a la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones, por la nulidad del oficio número 707/2022 de veintitrés de febrero de dos mil veintidós, relativa a la transmisión por viudez.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. Por acuerdo de ocho de junio de dos mil veintidós se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que en el término de ley formularan su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 11:00 once horas del dieciocho de agosto de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia de la parte actora así como de su diverso autorizado jurídico y de los testigos propuestos por la parte actora, dándose cuenta además de la presencia de la diversa delegada de la autoridad demandada. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones, procedió al desahogo de la prueba testimonial; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta que ninguna de las partes formuló alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

CUARTO.- Emisión de la sentencia definitiva. Con fecha treinta de agosto de dos mil veintidós, esta Primera Sala dictó sentencia definitiva en el presente expediente, resolviendo lo siguiente:

“PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto  impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el último considerando de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.
QUINTO.- Interposición de amparo directo. Inconforme con la determinación anterior, la actora interpuso amparo directo, del que correspondió conocer al Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, quien lo admitió a trámite por auto de tres de noviembre de dos mil veintidós, asignándole el número 704/2022, mismo que fue resuelto mediante ejecutoria de dos de mayo del presente año, en el que se concedió el amparo y protección de la Justicia Federal para los efectos que precisan:

“SEXTO. ESTUDIO. (…)

Como se adelantó, dichas consideraciones devienen violatorias de derechos de la parte quejosa, porque contrario a lo señalado por la autoridad responsable, de la demanda de nulidad no se advierte que la actora haya manifestado que su esposo obtuvo la calidad de pensionista derivado de invalidez por causas ajenas al servicio; y por tanto, resulta incorrecto que la autoridad haya estimado que esa manifestación tiene el valor probatorio de confesión.

En efecto, de los hechos narrados por la actora en la demanda de nulidad, se advierte que ésta manifestó:

“1.- La suscrita ********** era esposa del Sr. **********, quien se desempeñaba como Oficial de Mantenimiento “A” doble plaza 50% (SN Q) la suscrita soy dependiente económica de mi difunto esposo.

2.- El Sr. **********por cuestiones de salud solicito su pensión de invalidez, cumplió los requisitos y la pensión le fue otorgada, y a la fecha de su defunción gozaba de la misma, pensión que se debió conceder a la suscrita, conforme al artículo 77 fracciones VIII de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí.”

De lo anterior se advierte que, contrario a lo considerado por la autoridad responsable, la actora aquí quejosa no manifestó que su esposo haya obtenido la calidad de pensionista derivado de invalidez por causas ajenas al servicio, porque la actora sólo refirió su esposo, por cuestiones de salud, solicitó su pensión de invalidez, cumplió con los requisitos y la misma le fue otorgada y que a la fecha de su defunción gozaba de la misma; sin embargo, no afirmó que esa pensión le haya sido otorgada por causas ajenas al servicio, como lo consideró la autoridad responsable. 

Ahora bien, de las constancias que obran en el juicio se advierte que la actora anexó a la demanda de nulidad, la resolución impugnada contenida en el oficio número 707/2022, en la que se determinó lo siguiente:

“A N T E C E D E N T E S”

TRANSMISIÓN POR VIUDEZ DERIVADA DE INVALIDEZ POR CAUSAS AJENAS AL SERVICIO DENTRO DEL RENGLÓN DE INVALIDEZ POR CAUSAS AJENAS PARA: PALOMO GARCÍA JULIETA, ESPOSO(A) DEL (LA) PENSIONADO(A) C. **********, FINADO(A) EL DÍA 24 DE MAYO DE 2020 A LOS 75 AÑOS DE EDAD, QUIEN SE SESEMPEÑABA COMO OFICIAL DE MANTENIMIENTO “A” DOBLE PLAZA 50% (SIN Q), CON UNA PENSIÓN MENSUAL DE: $6,672.13.

“A C U E R D O”

EL(LA) BENEFICIARIO(A) ES SU CALIDAD DE ESPOSO(A), REUNE LOS REQUISITOS DE LOS ARTÍCULOS 2° FRACC. VIII, 4° FRACC. IV, 56, 69 FRACC. III, 70 FRACC. I, 77 FRACC. X, 78, 80 FRACC. II., POR LO QUE TOCA AL MONTO DE LA PENSIÓN

ES DE $6,672.13 POR MES Y SE REGULA BAJO LOS TÉRMINOS DEL OCTAVO TRANSITORIO QUE A LA LETRA DICE: “PARA BENEFICIARIOS DE UN TRABAJADOR QUE FALLEZCA Y QUE HABÍA PASADO A SER PENSIONISTA POR HABER SIDO DECLARADO INCAPACITADO POR CAUSAS AJENAS AL SERVICIO, SE RECIBIRÁ EN EL ORDEN Y CON LOS REQUISITOS ESTABLECIDOS EN ESTE DECRETO, SEIS MESES DE LA PENSIÓN QUE VENÍA DISFRUTANDO EL TRABAJADOR FALLECIDO, PAGADAS EN UNA SOLA EXHIBICIÓN, SIN DERECHO A GRATIFICACIÓN ANUAL”. EN TÉRMINOS DEL PUNTO ANTERIOR, SE AUTORIZA QUE EL PAGO SEA CUBIERTO EN UNA SOLA EXHIBICIÓN, CUYO MONTO ASCIENDE A LA SUMA DE $40,032.78 (CUARENTA MIL SETENTA Y OCHO PESOS 78/100 M.N.)

ASÍ MISMO, SE LE NOTIFICA QUE DE CONFORMIDAD CON EL AR´TICULO 59 DE LA LEY DE PENSIONES VIGENTE, EN RELACIÓN CON EL SEGUNDO TRANSITORIO PÁRRAFO SEGUNDO DEL REGLAMENTO DE LA LEY DE PENSIONES Y PRESTACIONES SOCIALES PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, PERTENECIENTES AL SECTOR DEL SISTEMA EDUCATIVO ESTATAL REGULAR. QUE A PARTIR DE

QUE SURTE EFECTO EL PAGO DE LA PENSIÓN, ESTE SE VERÁ AFECTADO CON EL DESCUENTO DEL 14%, MISMO QUE SERVIRÁ PARA GARANTIZAR LAS CONDICIONES EN QUE SE OTORGA ÑA PENSIÓN Y LOS DEMÁS DERECHOS QUE LES

CONCEDE LA LEY.

Del contenido de dicha resolución se advierte que la autoridad demandada en el juicio determinó que la transmisión por viudez derivada de la invalidez por causas ajenas al servicio, derivaba del pensionado **********quien falleció el veinticuatro de mayo de dos mil veinte, a los setenta y cinco años de edad, quien se desempeñaba como oficial de mantenimiento “A” doble plaza 50% (SIN Q).

Sin embargo, la autoridad demandada no demostró dicha circunstancia, esto es, que el pensionista haya adquirido la pensión de invalidez, por causas ajenas al servicio.

Lo anterior, porque la autoridad demandada únicamente ofreció como pruebas de su parte, el oficio ofrecido por la actora, en el que se contiene la resolución impugnada, la instrumental de actuaciones y la presuncional.

En consecuencia, al no existir una confesión por parte de la actora en el sentido en que lo consideró la autoridad responsable, aunado a que ese hecho no puede ser materia de confesión, pues no se trata de hechos propios; los medios de prueba que ofreció la autoridad demandada, son insuficientes para demostrar que el esposo de la quejosa haya pasado a ser pensionista por invalidez por causas ajenas al servicio.

Por tanto, al tratarse de un asunto en el que se controvierte el reconocimiento de una pensión por viudez, la autoridad responsable se encontraba obligada a suplir la deficiencia de la queja en favor de la demandante de tal pretensión y, por ende, debió recabar de oficio las pruebas que demuestren la forma en que el trabajador haya pasado a ser pensionista, esto es, por invalidez por causa de servicio o por causas ajenas al servicio.

Lo anterior a efecto de establecer el monto de la pensión por viudez reconocida a la actora ahora quejosa, en virtud de que como se precisó en esta ejecutoria, la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, establece el monto de las pensiones, dependiendo del tipo de las mismas, en forma concreta, la forma en que el pensionista adquirió la pensión por invalidez (por causa del servicio o por causas ajenas al mismo).

De igual manera, en virtud de que dicha legislación prevé un capítulo general sobre las pensiones de los trabajadores y uno diverso sobre las pensiones de los trabajadores del Sistema Educativo Estatal Regular Sindicalizados, era necesario recabar medios de prueba que demostraran que el esposo de la actora perteneció al Sistema Educativo Estatal Regular Sindicalizado.

Ahora, si bien es cierto el Código Procesal Administrativo establece en el artículo 69 establece que las partes deberán ofrecer las pruebas; sin embargo, en términos del artículo 718 de dicha legislación, la autoridad responsable podrá ordenar, de oficio, el desahogo de las pruebas que se estimen pertinentes, o la exhibición de cualquier documento para la mejor resolución del mismo, notificando oportunamente a las partes, a fin de que puedan exponer lo que a sus intereses convenga o intervenir en el desahogo de aquéllas que así lo ameriten.

Por tanto, como en el caso, el monto de la pensión por viudez solicitada por la actora, depende de la forma en que su esposo se pensionó, esto es, por haber obtenido una pensión por invalidez por causa del servicio o por haber sido declarado incapacitado por causas ajenas al servicio; y asimismo, a efecto de verificar si el esposo de la actora perteneció al Sistema Educativo Estatal Regular Sindicalizado, porque como quedó de manifiesto, la Ley de Pensiones del Estado, establece un capítulo especial para los beneficiarios de estos trabajadores, la autoridad responsable debió recabar de oficio las pruebas que demuestren lo anterior, para la mejor resolución del asunto, en suplencia de la queja en favor de la actora, quien se trata de una persona mayor en virtud de que a la fecha de emisión del acto reclamado, contaba con ochenta años de edad, conforme a la credencial del INE que obra en el juicio de origen.

En consecuencia, ante la omisión advertida, lo procedente es conceder el amparo y la protección de la Justicia Federal solicitados, para el efecto de que el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, responsable, dentro del juicio de nulidad 626/18-25-01-9-OT, de su índice 399/2022/1, realice lo siguiente:

1. Deje insubsistente la sentencia reclamada de treinta de agosto de dos mil veintidós,

2. Reponga el procedimiento para el efecto de que recabe de oficio las pruebas pertinentes que demuestren cómo obtuvo la pensión por invalidez el esposo de la actora, y las pruebas necesarias que demuestren si este perteneció al Sistema Educativo Estatal Regular Sindicalizado.

3. Hecho lo anterior, siga el juicio por sus trámites legales, y resuelva lo que en derecho corresponda, para lo cual cuenta con plenitud de jurisdicción.”

SEXTO.- Insubsistencia de sentencia. Mediante acuerdo de dieciséis de mayo de dos mil veinticuatro, se dio cuenta con el oficio 191/2024, presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal, el día de la fecha, a través del cual el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito comunicó la ejecutoria informada en el ordinal anterior, asimismo remitió copia simple de la misma, lo que se ordenó agregar a los autos para los efectos procedentes y conforme a lo precisado en dicha sentencia amparatoria, se dejó insubsistente la sentencia de treinta de agosto de dos mil veintidós pronunciada por esta Primera Sala, por lo que se ordenó dictar un nuevo acuerdo en el que se ordene la reposición del procedimiento.

SÉPTIMO.- Reposición del procedimiento. Por acuerdo de veinte de mayo de dos mil veinticuatro, se ordenó la reposición del procedimiento hasta antes del auto dictado el seis de julio de dos mil veintidós en donde se admitieron las pruebas; circunstancia por la cual en dicho proveído fue requerida la demandada para que remitiera copia certificada de los documentos que acreditaran la forma en que el finado **********, se pensionó y si fue por invalidez por causa del servicio o en virtud de haber sido declarado incapacitado por causas ajenas al servicio; hecho lo cual, una vez que se tuvo por rendido el informe requerido, siendo las diez horas con treinta minutos del cuatro de julio de dos mil veinticuatro, se celebró la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia de la parte actora así como de su diverso autorizado jurídico y de los testigos propuestos por la accionante, dándose cuenta además de la presencia de la diversa delegada de la autoridad demandada. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones, procedió al desahogo de la prueba testimonial; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta que ninguna de las partes formuló alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción VIII, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal, particularmente porque se reclama una cuestión relativa a una pensión de carácter civil con cargo a la Dirección de Pensiones del Estado.
SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

El acto materia de impugnación lo constituye del oficio número 707/2022 de veintitrés de febrero de dos mil veintidós, relativa a la transmisión por viudez, acto cuya existencia queda evidenciada con la documental visible a fojas 13 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de la determinación enunciada en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora, la refutación que de los conceptos de impugnación planteados por la enjuiciada y los medios de pruebas que aportaron los contendientes.

TERCERO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En lo que respecta a **********, la personalidad no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que la resolución impugnada se encuentra a nombre de la inconforme por lo que es innegable que cuenta con el derecho para controvertirlo.

En cuanto a las autoridades demandadas; para acreditar la calidad del cargo y la personalidad con la que se ostentaron, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento, el cual obra agregado a fojas 45 de autos.

La documental de referencia adquiere valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha que se tuvo conocimiento
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	23 de febrero de 2022
	08 de abril de 2022
	11 de abril al 27 de mayo de 2022

	25 de mayo de 2022


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada opuso la excepción de “Falta de acción y de derecho”, alegando que la actora no tiene ningún derecho para demandar a la Dirección de Pensiones del Estado al pago de la pensión otorgada en forma diversa a la ordenada por la propia Ley de Pensiones vigente. 

A ese respecto, cabe señalar que dicho argumento no informa propiamente cuestiones de improcedencia, resultando además que ha sido superada la cuestión relativa a la legitimación de la compareciente para intervenir en la presente controversia, en cuya virtud, tales expresiones no es dable atenderlas a modo de determinar la improcedencia del presente juicio, por lo que dicho análisis corresponderá en todo caso, realizarlo nuevamente al resolver el punto litigioso tocante a la legalidad o ilegalidad del acto impugnado.

Por último, del estudio oficioso a las causales de improcedencia y sobreseimiento, no se advierte por esta Sala Unitaria que en la especie se actualice alguna cuestión que impida el análisis de fondo, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.
SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 03 a la 10 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. Resultan infundadas las consideraciones de impugnación planteadas por la demandante.
Previo al análisis de los motivos de disenso, resulta oportuno precisar que este órgano de justicia cumple con el derecho de defensa y el principio de exhaustividad y congruencia de las sentencias, atendiendo los argumentos que revelen una defensa concreta con ánimo de demostrar la razón que asiste al accionante, sin tener la obligación de contestar línea a línea, renglón a renglón los planteamientos; claro está, sin omitir estudiar en su integridad el problema planteado.

Igualmente, de la interpretación conjunta e integral del artículo 248 y 249, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el análisis de los conceptos de impugnación o agravios puede hacerse de manera conjunta, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, así como también se puede realizar en un orden diverso al en que fueron expresados. 
Luego, no interesa la forma en que se emprenda el examen de tales argumentos, esto es, de manera individual, conjunta o por grupos, o bien, en el propio orden de su exposición o en uno diverso, sino el hecho de que esta juzgadora se ocupe de todos esos argumentos; es decir, que no deje alguno sin estudiar, independientemente de la forma que utilice.

Orienta a lo anterior, la tesis CVIII/2007, con registro digital 172517, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página 793, del Tomo XXV, Mayo de 2007, del Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, de rubro y texto siguientes: 
“GARANTÍA A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA COMPLETA TUTELADA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES. El derecho fundamental contenido en el referido precepto constitucional implica, entre otras cosas, el deber de los tribunales de administrar justicia de manera completa, en atención a los cuestionamientos planteados en los asuntos sometidos a su consideración, analizando y pronunciándose respecto de cada punto litigioso, sin que ello signifique que tengan que seguir el orden expuesto por las partes o que deban contestar argumentos repetitivos, pues los órganos encargados de dirimir las controversias están en aptitud de precisar las cuestiones a resolver, lo que puede o no coincidir con la forma o numeración adoptada en los respectivos planteamientos, y aunque no pueden alterar los hechos ni los puntos debatidos, sí pueden e incluso deben definirlos, como cuando la redacción de los escritos de las partes es oscura, deficiente, equívoca o repetitiva. Esto es, los principios de exhaustividad y congruencia de los fallos judiciales no pueden llegar al extremo de obligar al juzgador a responder todas las proposiciones, una por una, aun cuando fueran repetitivas, ya que ello iría en demérito de otras subgarantías tuteladas por el referido precepto constitucional –como las de prontitud y expeditez- y del estudio y reflexión de otros asuntos donde los planteamientos exigen la máxima atención y acuciosidad judicial, pues la garantía a la impartición de justicia completa se refiere únicamente a que los aspectos debatidos se resuelvan en su integridad, de manera que sólo deben examinarse y solucionarse las cuestiones controvertidas que sean necesarias para emitir la decisión correspondiente”.

Ahora bien, como se desprende del escrito de demanda, la accionante acudió a reclamar la nulidad del oficio número 707/2022 de veintitrés de febrero de dos mil veintidós, relativa a la transmisión por viudez, notificado por el Director General de Pensiones del Estado de San Luis Potosí y emitido por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado.
En la aludida determinación, la enjuiciada estableció, con relación a la solicitud de transmisión de pensión planteada por la aquí accionante, las consideraciones siguientes:
““A N T E C E D E N T E S”

TRANSMISIÓN POR VIUDEZ DERIVADA DE INVALIDEZ POR CAUSAS AJENAS AL SERVICIO DENTRO DEL RENGLÓN DE INVALIDEZ POR CAUSAS AJENAS PARA: **********, ESPOSO(A) DEL (LA) PENSIONADO(A) C. **********, FINADO(A) EL DÍA 24 DE MAYO DE 2020 A LOS 75 AÑOS DE EDAD, QUIEN SE SESEMPEÑABA COMO OFICIAL DE MANTENIMIENTO “A” DOBLE PLAZA 50% (SIN Q), CON UNA PENSIÓN MENSUAL DE: $6,672.13.

“A C U E R D O”

EL(LA) BENEFICIARIO(A) ES SU CALIDAD DE ESPOSO(A), REUNE LOS REQUISITOS DE LOS ARTÍCULOS 2° FRACC. VIII, 4° FRACC. IV, 56, 69 FRACC. III, 70 FRACC. I, 77 FRACC. X, 78, 80 FRACC. II., POR LO QUE TOCA AL MONTO DE LA PENSIÓN

ES DE $6,672.13 POR MES Y SE REGULA BAJO LOS TÉRMINOS DEL OCTAVO TRANSITORIO QUE A LA LETRA DICE: “PARA BENEFICIARIOS DE UN TRABAJADOR QUE FALLEZCA Y QUE HABÍA PASADO A SER PENSIONISTA POR HABER SIDO DECLARADO INCAPACITADO POR CAUSAS AJENAS AL SERVICIO, SE RECIBIRÁ EN EL ORDEN Y CON LOS REQUISITOS ESTABLECIDOS EN ESTE DECRETO, SEIS MESES DE LA PENSIÓN QUE VENÍA DISFRUTANDO EL TRABAJADOR FALLECIDO, PAGADAS EN UNA SOLA EXHIBICIÓN, SIN DERECHO A GRATIFICACIÓN ANUAL”. EN TÉRMINOS DEL PUNTO ANTERIOR, SE AUTORIZA QUE EL PAGO SEA CUBIERTO EN UNA SOLA EXHIBICIÓN, CUYO MONTO ASCIENDE A LA SUMA DE $40,032.78 (CUARENTA MIL SETENTA Y OCHO PESOS 78/100 M.N.)

ASÍ MISMO, SE LE NOTIFICA QUE DE CONFORMIDAD CON EL AR´TICULO 59 DE LA LEY DE PENSIONES VIGENTE, EN RELACIÓN CON EL SEGUNDO TRANSITORIO PÁRRAFO SEGUNDO DEL REGLAMENTO DE LA LEY DE PENSIONES Y PRESTACIONES SOCIALES PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, PERTENECIENTES AL SECTOR DEL SISTEMA EDUCATIVO ESTATAL REGULAR. QUE A PARTIR DE

QUE SURTE EFECTO EL PAGO DE LA PENSIÓN, ESTE SE VERÁ AFECTADO CON EL DESCUENTO DEL 14%, MISMO QUE SERVIRÁ PARA GARANTIZAR LAS CONDICIONES EN QUE SE OTORGA LA PENSIÓN Y LOS DEMÁS DERECHOS QUE LES CONCEDE LA LEY.”

Como puede verse de la resolución transcrita, la enjuiciada determinó que la transmisión por viudez derivada de la invalidez por causas ajenas al servicio, derivaba de que el pensionado **********, quien falleció el veinticuatro de mayo de dos mil veinte, a los setenta y cinco años de edad, quien se desempeñaba como oficial de mantenimiento “A” doble plaza 50% (SIN Q) y se otorgaba conforme a los artículos 2°, fracción VIII, 4°, fracción IV, 56, 69, fracción III, 70, fracción I, 77, fracción X, 78 y 80, fracción II,  y conforme al octavo transitorio de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí.
En contra de dicha determinación, la accionante refirió que la demandada violó su derecho a la seguridad social y no reúne los requisitos de fundamentación y motivación. 

Así mismo, dice la demandante que la resolución impugnada la deja en estado de indefensión porque al no contar con el sostén económico de la pensión de su difunto esposo, no podrá solventar el desarrollo familiar en distintos aspectos.

De igual manera, la disidente refiere que la Dirección de Pensiones al emitir el acto de autoridad impugnado, debió otorgar la pensión por viudez total y permanente conforme al artículo 77 fracción VII de la Ley de Pensiones; y que al no haberlo hecho así, se viola el artículo 1º Constitucional.
A fin de establecer el porqué lo infundado de los conceptos de impugnación, es pertinente establecer que el derecho de seguridad social está reconocido en la fracción XI, inciso a), del Apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que textualmente dispone:

“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases  siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán:

(…)

B. Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus trabajadores:

(…)

XI. La seguridad social se garantizará conforme a las siguientes bases mínimas:

a). Cubrirá los accidentes y enfermedades profesionales; las enfermedades no profesionales y maternidad; y la jubilación, la invalidez, vejez y muerte 

(…)”.

Como puede verse, el precepto reproducido considera como derecho fundamental de los trabajadores protegerlos ante la contingencia de su muerte, lo que necesariamente implica la protección de su familia en caso de fallecimiento.

Además, conviene establecer que el derecho a la seguridad social está reconocido como derecho humano en diversos instrumentos internacionales; basta con señalar los siguientes:

“DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS DEL HOMBRE.

Artículo 22

Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.

Artículo 25

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.

DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE.

Derecho a la seguridad social

Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia.

PROTOCOLO DE REFORMAS A LA CARTA DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (PROTOCOLO DE BUENOS AIRES).

Artículo 43

Los Estados Miembros, convencidos de que el hombre sólo puede alcanzar la plena realización de sus aspiraciones dentro de un orden social justo, acompañado de desarrollo económico y verdadera paz, convienen en dedicar sus máximos esfuerzos a la aplicación de los siguientes principios y mecanismos:

(…)

b) El trabajo es un derecho y un deber social, otorga dignidad a quien lo realiza y debe prestarse en condiciones que, incluyendo un régimen de salarios justos, aseguren la vida, la salud y un nivel económico decoroso para el trabajador y su familia, tanto en sus años de trabajo como en su vejez, o cuando cualquier circunstancia lo prive de la posibilidad de trabajar;

PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES.

Artículo 9

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, incluso al seguro social.

PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS EN MATERIA DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES "PROTOCOLO DE SAN SALVADOR".

Artículo 9

Derecho a la seguridad social

1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. 

En caso de muerte del beneficiario las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes.

2. Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho a la seguridad social cubrirá al menos la atención médica y el subsidio o jubilación en casos de accidentes de trabajo o de enfermedad profesional y, cuando se trate de mujeres, licencia retribuida por maternidad antes y después del parto.

CONVENIO NÚMERO 102 DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO (OIT), RELATIVO A LA NORMA MÍNIMA DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

Artículo 25

Todo Miembro para el cual esté en vigor esta parte del Convenio deberá garantizar a las personas protegidas la concesión de prestaciones de vejez, de conformidad con los artículos siguientes de esta parte.

Artículo 26

1. La contingencia cubierta será la supervivencia más allá de una edad prescrita.

2. La edad prescrita no deberá exceder de sesenta y cinco años. Sin embargo, la autoridad competente podrá fijar una edad más elevada, teniendo en cuenta la capacidad de trabajo de las personas de edad avanzada en el país de que se trate.

3. La legislación nacional podrá suspender la prestación si la persona que habría tenido derecho a ella ejerce ciertas actividades remuneradas prescritas, o podrá reducir las prestaciones contributivas cuando las ganancias del beneficiario excedan de un valor prescrito, y las prestaciones no contributivas, cuando las ganancias del beneficiario, o sus demás recursos, o ambos conjuntamente, excedan de un valor prescrito.

Artículo 53

Todo Miembro para el cual está en vigor esta parte del Convenio deberá garantizar a las personas protegidas la concesión de prestaciones de invalidez, de conformidad con los artículos siguientes de esta parte. 

Artículo 54

La contingencia cubierta deberá comprender la ineptitud para ejercer una actividad profesional, en un grado prescrito, cuando sea probable que esta ineptitud será permanente o cuando la misma subsista después de cesar las prestaciones monetarias de enfermedad. 

Artículo 59

Todo Miembro para el cual esté en vigor esta parte del Convenio deberá garantizar a las personas protegidas la concesión de prestaciones de sobrevivientes, de conformidad con los artículos siguientes de esta parte.

Artículo 60

1. La contingencia cubierta deberá comprender la pérdida de medios de existencia sufrida por la viuda o los hijos como consecuencia de la muerte del sostén de familia; en el caso de la viuda, el derecho a la prestación podrá quedar condicionado a la presunción, según la legislación nacional, de que es incapaz de subvenir a sus propias necesidades.

2. La legislación nacional podrá suspender la prestación si la persona que habría tenido derecho a ella ejerce ciertas actividades remuneradas prescritas, o podrá reducir las prestaciones contributivas cuando las ganancias del beneficiario excedan de un valor prescrito, y las prestaciones no contributivas, cuando las ganancias del beneficiario, o sus demás recursos, o ambos conjuntamente, excedan de un valor prescrito.

Artículo 61

Las personas protegidas deberán comprender:

a) sea a las cónyuges y a los hijos del sostén de familia que pertenezcan a categorías prescritas de asalariados, categorías que en total constituyan, por lo menos, el 50 por ciento de todos los asalariados;

b) sea a las cónyuges y a los hijos del sostén de familia que pertenezcan a categorías prescritas de la población económicamente activa, categorías que en total constituyan, por lo menos, el 20 por ciento de todos los residentes;

c) sea, cuando sean residentes, a todas las viudas y a todos los hijos que hayan perdido su sostén de familia y cuyos recursos durante la contingencia cubierta no excedan de límites prescritos, de conformidad con las disposiciones del artículo 67;

d) o bien, cuando se haya formulado una declaración en virtud del artículo 3, a las cónyuges y a los hijos del sostén de familia que pertenezcan a categorías prescritas de asalariados, categorías que en total constituyan, por lo menos, el 50 por ciento de todos los asalariados que trabajen en empresas industriales en las que estén empleadas, como mínimo, veinte personas.

Artículo 62

La prestación deberá consistir en un pago periódico, calculado en la forma siguiente:

a) cuando la protección comprenda categorías de asalariados o categorías de la población económicamente activa, de conformidad con las disposiciones del artículo 65 o con las del artículo 66; o

b) cuando la protección comprenda a todos los residentes cuyos recursos durante la contingencia no excedan de límites prescritos, de conformidad con las disposiciones del artículo 67.” 
Como puede verse de los instrumentos internacionales transcritos, son coincidentes en señalar a la seguridad social como un derecho humano tendiente a proteger a la persona humana en su rol de trabajador; de manera que la obligación que adoptaron los Estados parte de su suscripción fue la de proveer y procurar de mecanismos suficientes y necesarios para garantizar a las personas el disfrute de este derecho humano.

En tal sentido, el artículo 123, Apartado B, fracción XI, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es coincidente con las convenciones internacionales citadas, al reconocer como derecho humano el de la seguridad social y establecer el derecho de los trabajadores al servicio del Estado a recibir una pensión.

Sin embargo, al igual que los instrumentos internacionales, no precisa los presupuestos de acceso al derecho de la seguridad social, en relación con la obtención de una pensión, ni la forma de calcular el monto de la misma, por lo que es incuestionable que deja al legislador ordinario la regulación de tales aspectos.

Bajo ese orden, en el ámbito estatal, corresponde a la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, que es la legislación que regula las pensiones, jubilaciones, servicios y demás prestaciones de los servidores públicos al servicio de las instituciones de la administración pública estatal, y municipal (artículo 1º), definir esas condiciones de seguridad social, y la cual señala diversas pensiones; precisa las personas que tienen derecho a las pensiones, y el monto de las mismas.

Así encontramos que, el artículo 52, de dicha legislación prevé:

“Artículo 52. El derecho a pensión nace cuando el trabajador o sus familiares se encuentran en los supuestos consignados en esta Ley, y satisfacen los requisitos que la misma señala.

El derecho al pago de la pensión comienza: 

I. Para los trabajadores, desde el momento en que se retiren voluntariamente; 

II. Para los trabajadores que hayan dejado de prestar sus servicios al Estado, desde el día siguiente al que se hubiere causado baja; 

III. Para los inhabilitados, desde el día en que hubiere ocurrido la inhabilitación; 

IV. Para los beneficiarios, desde el día siguiente al de la muerte de la persona que haya originado la pensión; o bien, una vez denunciada su desaparición ante la autoridad competente, y 

V. Para los trabajadores que se separen del servicio, después de haber contribuido no menos de quince años al fondo, cuando cumplan la edad pensionable.

En este caso se les otorgará la pensión a que tuvieren derecho según el tiempo contribuido al fondo, siempre que hubieren dejado al separarse la totalidad de los descuentos que por razón de su cargo se les haya hecho.

La Dirección de Pensiones deberá resolver la solicitud de pensión en un plazo no mayor de quince días, a partir de la fecha en que se hubiere integrado y entregado el expediente.”.

Por otro lado, los artículos 61, 62, 69 y 77 de la citada legislación que se encuentran en el capítulo V denominado “De las Pensiones de los Trabajadores” prevén:

“Artículo 61. Se establecen las siguientes pensiones: 

I. Pensión por jubilación: A la que tienen derecho los trabajadores con treinta años o más de servicios, y las trabajadoras con veintiocho años o más de servicios; en ambos casos, cualquiera que sea su edad con la cotización correspondiente;

II. Pensión por edad avanzada: Los trabajadores que cumplan los cincuenta y cinco años de edad y hubieren contribuido normalmente durante quince años como mínimo a un Fondo de Pensiones, por edad avanzada; Por cada año de diferimiento de goce de la pensión por edad avanzada, será aumentada su cuantía en uno por ciento del salario base; 

III. Pensión por invalidez: Los trabajadores que sean declarados inválidos a causa del servicio o a consecuencia de él, sea cual fuere el tiempo que hubieren contribuido al fondo de pensiones, adquieren el derecho a la pensión por invalidez a menos que la incapacidad hubiere sido producida voluntariamente por el trabajador, y 

Los trabajadores que sean declarados inválidos por causas ajenas a su cargo o empleo, si tienen por lo menos diez años de servicios y hubieren contribuido al fondo de pensiones durante el mismo período, y si la invalidez no es intencional ni consecuencia del abuso de bebidas alcohólicas, barbitúricos o estupefacientes, adquieren el derecho a la pensión por invalidez.”

“Artículo 62. Para los efectos de la fracción III del artículo anterior, la declaración de invalidez de un trabajador será hecha por peritos médicos designados por las instituciones de seguridad social correspondientes y validados por la Junta Directiva; se considerará inválido al derechohabiente que por enfermedad o accidente no profesionales, por agotamiento de las fuerzas físicas o mentales, o por defectos físicos o mentales, padezca una afección o se encuentre en un estado que se pueda estimar de naturaleza permanente, por el cual se halle imposibilitado para procurarse mediante un trabajo proporcionado a sus fuerzas, a sus capacidades, a su formación profesional u ocupación anterior, una remuneración superior al cincuenta por ciento de la remuneración habitual que en la misma región perciba un trabajador sano del mismo sexo, semejante capacidad, igual categoría y formación profesional análoga.”. 

“Artículo 69. Tienen derecho a pensión:

I. Los beneficiarios del trabajador que fallezca a causa o como consecuencia de un riesgo profesional;

II. Los beneficiarios del trabajador que habiendo prestado servicios por más de quince años y contribuido al fondo por el mismo período, falleciera por causas ajenas al servicio, aunque el deceso ocurriere sin que el trabajador hubiese cumplido cincuenta y cinco años de edad; 

III. Los beneficiarios de los trabajadores que hubieren pasado a ser pensionista por jubilación, por edad avanzada o invalidez; 

IV. Los beneficiarios del trabajador, en activo y con derecho a pensión, que hubiere desaparecido por más de un mes sin que se tengan noticias de su paradero, de acuerdo a los requisitos y condiciones establecidas en la presente Ley, y 

V. Los deudos de los trabajadores a que se refiere el artículo 52 fracción IV de esta Ley, si fallecieren éstos antes de habérseles pensionado.”

“Artículo 77. El monto de las pensiones a los trabajadores se fijará como sigue: 

I. Las pensiones por edad avanzada y por invalidez, se compondrán de una cuantía básica y aumentos computados de acuerdo con el número de cotizaciones quincenales con que se justifique haber contribuido al fondo de pensiones por el derechohabiente, con posterioridad a los primeros quince años de contribución.

La cuantía básica y los aumentos de las pensiones por invalidez o edad avanzada, se pagarán por mensualidades vencidas y se calcularán tomando como base los siguientes factores:

a) Los años durante los cuales el derechohabiente haya contribuido normalmente al fondo de pensiones, y 

b) El cien por ciento del salario base promedio de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 78 de la presente Ley; 

II. La aplicación de ambos factores se hará conforme a las disposiciones de la tabla siguiente:

…

III. Los derechohabientes de la Dirección de Pensiones que probaren haber prestado servicios a la administración pública estatal, o municipal en su caso, por treinta años los hombres y veintiocho las mujeres o más, y hubieren contribuido en igual forma al fondo de la Dirección de Pensiones, tendrán derecho a una pensión que se fijará de acuerdo a lo determinado en el primer párrafo del artículo 78 del presente ordenamiento; 

IV. Cuando el trabajador sea declarado incapacitado a causa del servicio o a consecuencia de él, sea cual fuere el tiempo que haya estado en servicio, sin importar el tiempo que hubiere contribuido al fondo de pensiones, la pensión será igual al cien por ciento del salario base promedio a que se refiere el siguiente artículo;

V. Cuando el trabajador sea declarado incapacitado por causas ajenas al desempeño de su cargo o empleo, si tiene por lo menos diez años de servicio efectivos, y hubiere contribuido a la formación de un fondo de pensiones durante el mismo período, se aplicará la tabla de porcentaje para determinar la cuantía en los términos fijados en la presente Ley; 

VI. Cuando el trabajador fallezca a causa del servicio, o a consecuencia de él, los beneficiarios, en los términos que esta Ley señala, gozarán de una pensión igual al último salario disfrutado, sin considerar los años de servicio ni aportaciones al fondo de pensiones respectivo; VII. Cuando el trabajador fallezca después de quince años de contribuir al fondo correspondiente por causas ajenas al desempeño de su cargo o empleo, y sin que haya solicitado previamente la pensión o antes de haber comenzado a disfrutarla, los beneficiarios gozarán de la pensión que hubiere correspondido al trabajador por tiempo de servicios, conforme a la tabla de porcentajes que establece la fracción I de este artículo, disminuida en un diez por ciento cada año, hasta reducirla al cincuenta por ciento de la cifra primitiva; 

VIII. Al fallecer un trabajador que haya pasado a ser pensionista por edad y tiempo de servicios, sus beneficiarios, en el orden establecido por esta Ley, continuarán disfrutando la pensión que haya venido percibiendo aquél, a la fecha de su fallecimiento;

IX. Cuando fallezca un trabajador que haya pasado a ser pensionista por haber sido declarado incapacitado a causa del servicio, los beneficiarios señalados por esta Ley continuarán percibiendo la pensión según la cuantía fijada por la fracción IV de este artículo, y 

X. Cuando fallezca un trabajador que hubiere pasado a ser pensionista por invalidez por causas ajenas al desempeño de su cargo o empleo, los beneficiarios recibirán una pensión igual al noventa por ciento de la que hubiera correspondido al trabajador.” 
De las disposiciones transcritas podemos advertir, por lo que al caso interesa, que el derecho a la pensión nace cuando el trabajador o sus familiares se encuentran en los supuestos consignados en dicha ley, y satisfacen los requisitos que la misma señala; y que el derecho al pago de la pensión comienza para los beneficiarios, desde el día siguiente al de la muerte de la persona que haya originado la pensión; o bien, una vez denunciada su desaparición ante la autoridad competente.

Asimismo, dicha legislación prevé las personas que tienen derecho a la transmisión de una pensión.

De igual manera, el artículo 77 transcrito establece el monto  de esas pensiones, dependiendo el tipo de pensión (por edad  avanzada y por invalidez) los años en que haya contribuido el  derechohabiente; y en lo que aquí interesa, dependiendo del  supuesto en el que el trabajador haya sido declarado incapacitado  a causa del servicio o a consecuencia de él; cuando el trabajador sea declarado incapacitado por causas ajenas al desempeño de su cargo o empleo; cuando fallezca un trabajador que haya pasado a ser pensionista por haber sido declarado incapacitado a causa del servicio; cuando fallezca un trabajador que hubiere pasado a ser pensionista por invalidez por causas ajenas al desempeño de su cargo o empleo.

Por otra parte, es preciso señalar que mediante Decreto publicado el trece de octubre de dos mil once, se reformaron diversos preceptos de la citada legislación, y en lo que aquí interesa, se adicionó el título octavo con cinco capítulos denominado “De las Pensiones de los Trabajadores del Sistema Educativo Estatal Regular Sindicalizados”, en el que destacan los siguientes preceptos:

“Artículo 114. Se establece las siguientes pensiones para los trabajadores adscritos al SEER, sindicalizados: 

I. Pensión por Jubilación: a la que tiene derecho los trabajadores con cuarenta años o más de cotizaciones; y las trabajadoras con treinta y ocho años o más, ante la 

Dirección de Pensiones, cualquiera que sea su edad; 

II. Pensión por edad avanzada: a la que tienen derecho las y los trabajadores que cumplan sesenta y cinco años de edad, y hubieren contribuido normalmente durante veinticinco años como mínimo al fondo de pensiones, y 

III. Pensión por invalidez: a la que tiene derecho los trabajadores que sean declarados inválidos a causa del servicio o a consecuencia de éste, sea cual fuere el tiempo que hubieren contribuido al fondo, a menos que la incapacidad hubiere sido producida voluntariamente por el trabajador; y los trabajadores que sean declarados inválidos por causas ajenas a su cargo, empleo o comisión, si tienen por lo menos quince años de cotización y hubieren contribuido al fondo por ese mismo tiempo y si la invalidez no es intencional, ni consecuencia del abuso de bebidas alcohólicas, barbitúricos o estupefacientes.”.

“Artículo 120. Los familiares de los trabajadores adscritos al SEER, sindicalizados, que tiene derecho a pensión son:

I. Los beneficiarios del trabajador que fallezca a causa o como consecuencia de un riesgo profesional; 

II. Los beneficiarios del trabajador que habiendo prestado servicios por más de veinticinco años y contribuido al fondo por el mismo periodo, falleciera por causas ajenas al servicio, aunque el deceso ocurriere sin que el trabajador hubiese cumplido sesenta y cinco años de edad;

III. Los beneficiarios de los trabajadores que hubieren pasado a ser pensionista por jubilación, por edad avanzada, o inhabilitación en servicio; 

IV. Los beneficiarios del trabajador, en activo y con derecho a pensión, que hubiere desaparecido por más de un mes sin que se tengan noticias de su paradero, de acuerdo a los requisitos y condiciones establecidas en la presente Ley, y 

V. Los deudos de los trabajadores que habiéndose separado del servicio después de haber contribuido al fondo no menos de veinticinco años, hubiesen dejado su fondo.”

“Artículo 127. El monto de las pensiones a los trabajadores adscritos al SEER, sindicalizados, se fijará como sigue: 

I. Las pensiones por edad avanzada y por invalidez se compondrán de una cuantía básica y aumentos computados, de acuerdo con el número de cotizaciones quincenales con que se justifique haber contribuido al fondo de pensiones, con posterioridad a los veinticinco años en caso de edad avanzada, y quince años en caso de pensión por invalidez por causas ajenas al servicio; asimismo, los pensionados en este rubro tendrán derecho a una gratificación anual de cuarenta días del monto de su pensión. La cuantía básica y los aumentos de las pensiones por invalidez o edad avanzada, se pagarán por mensualidades vencidas y se calcularán tomando como base los siguientes factores:

…

VIII. Al fallecer un trabajador que hay pasado a ser pensionista por jubilación o edad avanzada, sus beneficiarios, en el orden establecido por esta Ley, continuarán disfrutando la pensión que haya venido percibiendo aquel a la fecha de su fallecimiento, a excepción de la gratificación anual; aplicándose desde luego las restricciones marcadas en la propia ley;

IX. Cuando fallezca un trabajador que haya pasado a ser pensionista por haber sido declarado incapacitado a causa del servicio, sus beneficiarios señalados por esta Ley recibirán una pensión equivalente al cincuenta por ciento de la pensión que venía percibiendo el pensionado; si el trabajador falleciera por causas ajenas al origen de la invalidez que dio lugar a la pensión, se pagará a sus beneficiarios únicamente seis meses de la pensión de la que gozaba el pensionista, aplicándose desde luego, en ambos casos, las restricciones marcadas en la propia ley; asimismo, los beneficiarios enmarcados en los supuestos de esta fracción, no gozarán de gratificación anual, y 

X. Cuando fallezca un trabajador que hubiere pasado a ser pensionista por invalidez ajena al servicio, sus familiares recibirán únicamente el importe de seis meses de pensión que venía disfrutando, y no tendrán derecho a gratificación anual…”

Asimismo, en dicha reforma se adicionó el artículo octavo transitorio del citado Decreto que establece lo siguiente:

“…OCTAVO. Los beneficiarios de los trabajadores que a la entrada en vigor del presente Decreto ya se encuentren cotizando ante la Dirección de Pensiones del Estado, pertenecientes al Sistema Educativo Estatal Regular; sindicalizados, tendrán derecho a pensión de conformidad con lo siguiente:

	TIPO DE PENSIÓN.

	REQUISITOS 
	MONTO DE LA PENSIÓN.

	PARA BENEFICIARIOS DEL 

TRABAJADOR QUE FALLEZCA 

A CAUSA DEL SERVICIO
	No se tomarán en consideración los años de servicio ni aportaciones al fondo de pensiones respectivo Se recibirá en el orden y con los requisitos establecidos en este Decreto
	Cien por ciento del último sueldo base cotizado ante la Dirección de Pensiones Será incrementada en el mismo porcentaje que se incrementen los salarios de los homólogos en activo Gratificación anual de 90 días

	PARA BENEFICIARIOS DEL 

TRABAJADOR CUANDO EL 

TRABAJADOR FALLECIERE 

DESPUES DE DIECIOCHO 

AÑOS DE 

HABER CONTRIBUIDO AL 

FONDO, SIN HABER 

SOLICITADO PENSION O 

ANTES DE HABER 

COMENZADO A DISFRUTARLA.
	Trabajador con más de 18 años laborados y cotizados Sin importar la edad del trabajador fallecido Se recibirá en el orden y con los requisitos establecidos en este 

Decreto
	Cien por ciento del valor 

presente del promedio del 

salario cotizado ante la 

Dirección de Pensiones en los 

últimos diez años de servicio, 

disminuida en un diez por 

ciento cada año, hasta 

reducirla al cincuenta por 

ciento de la cifra primitiva, de 

acuerdo con la tabla de 

porcentajes que se incluye en 

el artículo Sexto transitorio de 

este Decreto 

Será incrementada en el 

mismo porcentaje que se 

incrementen los salarios de los 

homólogos en activo 

Gratificación anual de 90 días

	PARA BENEFICIARIOS DE LOS 

TRABAJADORES QUE 

HUBIEREN PASADO A SER 

PENSIONISTA POR 

JUBILACION, POR EDAD 

AVANZADA O INVALIDEZ POR 

CAUSA DEL SERVICIO
	Se recibirá en el orden y con los requisitos establecidos en esta Ley
	Gozarán de la pensión que 

venía percibiendo el 

pensionista 

Será incrementada en el 

mismo porcentaje que se 

incrementen los salarios de los 

homólogos en activo 

Gratificación anual de 90 días


anual.

	

	PARA BENEFICIARIOS DE LOS 

TRABAJADORES QUE 

HUBIEREN PASADO A SER 

PENSIONISTAS POR 

INVALIDEZ A CAUSA DEL 

SERVICIO, QUE FALLECIERAN 

POR CAUSAS AJENAS A LA 

INVALIDEZ QUE DIO LUGAR A 

LA PENSION
	Se recibirá en el orden y con los requisitos establecidos en este Decreto
	Seis meses de la pensión que 

venía disfrutando el trabajador 

fallecido, pagadas en una sola 

exhibición 

Sin derecho a gratificación 

anual


De lo anterior se advierte que la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, establece un capítulo general en el que establece el tipo de pensiones de los trabajadores, las personas que tienen derecho a estas (familiares de los trabajadores), el monto de las mismas; y asimismo, el capítulo relativo a las Pensiones de los Trabajadores del Sistema Educativo Estatal Regular Sindicalizados, en el que también se establece el tipo de pensiones, las personas que tienen derecho a estas (familiares de los trabajadores), el monto de las mismas.

Ahora, en ambos casos, esto es, tratándose de las pensiones de los trabajadores y de las pensiones de los trabajadores del Sistema Educativo Estatal Regular Sindicalizados, se establece el monto de esas pensiones, dependiendo el tipo de pensión (por edad avanzada y por invalidez) los años en que haya contribuido el derechohabiente; y en lo que aquí interesa, dependiendo del supuesto en el que el trabajador haya sido declarado incapacitado, será el monto de la pensión.

Establecidas las precisiones anteriores, tenemos que resultan infundadas las consideraciones de impugnación, porque en primer orden, es desacertado el hecho referido por la impetrante, relativo a que el oficio número 707/2022 de veintitrés de febrero de dos mil veintidós, se encuentre carente de fundamentación y motivación; pues del análisis al contenido de dicho acto, el cual es visible a fojas 13 de autos, valorado previamente, es evidente que en la emisión de dicha decisión, la autoridad si hizo referencia a determinados dispositivos legales, pues se advierte la cita de los artículos 2º, fracción VIII, 4º, fracción IV, 52 fracción IV, 56, 69, fracción III, 70, fracción X, 78, 80 fracción II así como Artículo Octavo Transitorio de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, de donde resulta infundada la argumentación de la actora, en el sentido de que al acto le falte la fundamentación, aunado al hecho de que se expresaron las razones por las que se otorgó la transmisión de la pensión en el sentido que así lo determinó la enjuiciada, de ahí lo desacertado de su concepto de invalidez.

Ahora, respecto de la impugnación que formula la accionante al señalar que el acto de autoridad, otorga la pensión por viudez conforme al renglón de invalidez por causas ajenas y no como realmente correspondía, la pensión por viudez total y de manera permanente, conforme al artículo 77, fracciones VIII, violenta lo establecido en el artículo 1º Constitucional, en donde los jueces están obligados a preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales.

Ahora bien, a consideración de esta Sala Unitaria es desacertado el agravio esgrimido, a razón de lo siguiente.
En primer orden y como ha quedado establecido en consideraciones previas, la pensión
 es la cantidad de dinero a que tiene derecho un pensionado, o un beneficiario de éste, en términos de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí; en cuya virtud, si el ciudadano **********, tuvo la calidad de pensionado ante la Dirección de Pensiones del Estado, es evidente que ante su fallecimiento, la persona o personas beneficiarias de él, cuentan con el derecho de recibir los importes relativos a la pensión, conforme a las prescripciones de la propia Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, aspecto este en el cual no existe punto de contradicción entre lo alegado por las partes.

En cambio, el punto litigioso se centra en determinar bajo que hipótesis del artículo 77 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí correspondía decretar la transmisión de la pensión a la aquí enjuiciada, debemos establecer el punto de lid.

Lo anterior porque como se obtiene de las manifestaciones vertidas por la accionante en los ordinales 1 y 2 del apartado “HECHOS QUE CONSTITUYEN ATENCEDENTES DE LA DEMANDA”, la actora refirió que su esposo, por cuestiones de salud, solicitó su pensión de invalidez, cumplió con los requisitos y la misma le fue otorgada y que a la fecha de su defunción gozaba de la misma.

En cambio, la enjuiciada señaló tanto en el acto impugnado como en su contestación de demanda, que la transmisión por viudez derivaba de la invalidez por causas ajenas al servicio, con relación al pensionado **********, quien falleció el veinticuatro de mayo de dos mil veinte, a los setenta y cinco años de edad, quien se desempeñaba como oficial de mantenimiento “A” doble plaza 50% (SIN Q).

Así, para resolver el aludido conflicto, es imperioso establecer si conforme a las constancias del sumario se encuentra acreditado la modalidad en que el pensionista adquirió la referida pensión, esto es, si por invalidez y si esta fue por causa del servicio o por causas ajenas a él; además de precisar si al pensionista le correspondía el otorgamiento de la pensión bajo el capítulo general sobre las pensiones de los trabajadores y o uno diverso, concretamente el relativo a los trabajadores del Sistema Educativo Estatal Regular Sindicalizados.

Bajo ese orden, tenemos que obra en autos a foja 144, copia certificada del oficio 730/88 de diecisiete de junio de mil novecientos ochenta y ocho, misma que valorada en los términos de lo previsto por el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se desprende que se otorgó patente de pensión por invalidez debido a incapacidad medica certificada que la Dirección de Pensiones a **********.   

De igual modo, consta de la foja 145 frente a 146 vuelta, copia certificada del dictamen de invalidez de catorce de abril de dos mil ochenta y ocho, mismo que se valora conforme al artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y del cual se obtiene que se determinó procedente el referido dictamen de incapacidad del C. **********, al reunirse los requisitos del artículo 128 de la Ley del IMSS, sin que dicha pensión se tratara de un riesgo de trabajo.

Asimismo, obra a foja 147 de autos, oficio de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro emitido por la Titular del Área de Afiliación, Vigencia y Devolución del Fondo de la Dirección de Pensiones del Estado, la que adquiere valor probatorio pleno de conformidad con lo previsto por el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y de donde se obtiene que el C. **********, fue beneficiado con una pensión por invalidez por causas ajenas al servicio.

En suma, de la valoración conjunta a los medios de prueba que se han destacado, es evidente que el ciudadano **********, obtuvo la calidad de pensionista derivado de invalidez por causas ajenas al servicio, de ahí que, al momento de su fallecimiento, la transmisión de la pensión debe ajustarse a lo previsto en la fracción X
, del numeral 77 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí.    
Ahora, tocante a establecer si al C. ********** le resultaban aplicables las disposiciones que norman el régimen general de pensiones o uno diverso, concretamente el relativo a los trabajadores del Sistema Educativo Estatal Regular Sindicalizados, tenemos que conforme al oficio de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro emitido por la Titular del Área de Afiliación, Vigencia y Devolución del Fondo de la Dirección de Pensiones del Estado, valorada con anterioridad, resalta que dicho pensionista como trabajador activo, cotizó al fondo del Sistema Educativo Estatal Regular, de donde es evidente que le resultaba aplicable al régimen de transmisión, las disposiciones previstas en el artículo Transitorio Octavo del Decreto publicado el 13 de octubre de 2011 la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí.

Cabe resaltar que los medios de prueba reseñados no fueron objetados por la accionante, razón por la cual prevalece el valor y alcance probatorio otorgado, aunado al hecho de que con los medios de prueba propuestos por la actora, no se desprende que los extremos aludidos queden desvirtuados ni mucho menos confrontados, circunstancia por la cual prevalecen dichos extremos. 

En las relatadas circunstancias y como fue anticipado, resulta infundada la consideración y pretensión de la accionante, en el sentido de que deba reconocérsele el derecho a seguir disfrutando de la pensión que percibía su cónyuge, en la medida que como bien se desprende de la determinación impugnada, resultó acreditado en la secuela procedimental que el ciudadano **********, obtuvo la calidad de pensionista derivado de invalidez por causas ajenas al servicio, luego entonces, al momento de su fallecimiento, la transmisión de la pensión debía ajustarse a lo previsto en la fracción X
, del numeral 77 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí y no como desacertadamente lo refiere la accionante, en la fracción VIII de dicho numeral.

Además, que el otorgamiento de la transmisión de la pensión establecida en el numeral 77, fracción X, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, se encontraba constreñida a lo previsto en el artículo Transitorio Octavo del Decreto publicado el 13 de octubre de 2011 la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, dada la calidad que tuvo el pensionista como trabajador activo, de haber cotizado al fondo del Sistema Educativo Estatal Regular.
En conclusión, si la transmisión de la pensión, se fundó en lo previsto por el artículo Octavo Transitorio de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, en donde se encuentra definido al pago de seis meses de la pensión que venía disfrutando el trabajador fallecido, pagadas en una sola exhibición, cuestión que consideró la aquí enjuiciada al emitir el acto autoritario, debe decirse que resulta correcta dicha determinación, pues como se dijo, el ciudadano **********, obtuvo la calidad de pensionista derivado de incapacidad por causas ajenas a la prestación del servicio su acto autoritario, por lo que el referido acto impugnado si se ajusta a las formalidades previamente establecidas, lo que conduce a estimar infundado el agravio en estudio.
En esa tesitura, al encontrarse infundados los conceptos de impugnación vertidos en el escrito de demanda, esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en los artículos 249, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del oficio número 707/2022 de veintitrés de febrero de dos mil veintidós, relativa a la transmisión por viudez solicitada por la aquí actora, respecto de la pensión que correspondía a **********.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se R  E  S  U  E  L  V  E:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto  impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el último considerando de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada. 

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Eduardo Peredo Gómez, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� Artículo 2º, fracción IX, de la de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí. 


� “X. Cuando fallezca un trabajador que hubiere pasado a ser pensionista por invalidez por causas ajenas al desempeño de su cargo o empleo, los beneficiarios recibirán una pensión igual al noventa por ciento de la que hubiera correspondido al trabajador.”


� “X. Cuando fallezca un trabajador que hubiere pasado a ser pensionista por invalidez por causas ajenas al desempeño de su cargo o empleo, los beneficiarios recibirán una pensión igual al noventa por ciento de la que hubiera correspondido al trabajador.”





